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INTRODUCCIÓN

El ART 327 de la Ley hipotecaria, en un determinado párrafo relativo a la resolución por la Dirección General de los Registros y del Notariado de un  recurso contra la calificación del Registrador de la Propiedad,  establece que: 

“Publicada en el Boletín Oficial del Estado la resolución expresa por la que se estime el recurso, tendrá carácter vinculante para todos los registradores mientras no se anule por los Tribunales. La anulación de aquélla, una vez firme, será publicada del mismo modo”.

La citada redacción del precepto, incluso tras la reciente reforma por Ley 24/2005 que sustituyó la expresión “registros” por “registradores”,  sigue resultando en unos extremos confusa, en otros paradójica, y en conjunto, de difícil interpretación y aplicación, pues casi todas sus interpretaciones, y entre ellas, también la que suele realizar la propia DGRN en sus resoluciones,  conducen en mayor o menor medida  al absurdo lógico o a la vulneración de principios jurídicos y constitucionales, como se trata de exponer en estas líneas, redactadas en ejercicio del derecho, (incluso deber moral de todo jurista), de sana crítica jurídica, siempre dentro del más absoluto respeto al legislador que redactó la norma y al criterio de las autoridades judiciales y administrativas que han de interpretarla  y aplicarla.

PARTICULARIDADES Y PARADOJAS QUE RESULTAN DEL TEXTO LEGAL: 

1.- DISCRIMINACIÓN DE EFECTOS SEGÚN CONTENIDO Y DESTINATARIO:

Las Resoluciones de la DGRN que revocan el criterio del registrador, son vinculantes para “todos los registradores”. 

Pero las que confirman el criterio y calificación del registrador, no son vinculantes para los registradores, ni siquiera para los notarios, ni aún para el notario que haya  perdido el recurso.

Nota:.- Se dice por la propia DGRN que la razón del carácter vinculante de sus resoluciones está en la seguridad jurídica, y la predictibilidad consistente en que el ciudadano pueda confiar en que todos los registradores actuarán igual (del modo marcado por la DGRN).

Si eso es así, deberían ser, con iguales o mayores razones,  igualmente vinculantes las resoluciones que confirman el criterio del registrador, y no sólo las que lo revocan. Y deberían ser también vinculantes para el otro colectivo jurídico sometido al mismo órgano directivo, esto es, para los notarios.

 2.- SE ATRIBUYEN MAYORES EFECTOS JURÍDICOS A UNA RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA QUE A UNA SENTENCIA JUDICIAL. 

Por principio jurídico y constitucional, los pronunciamientos judiciales prevalecen sobre los administrativos y siempre tienen mayores efectos jurídicos, pero: 

A.-  El precepto en cuestión parece atribuir más efectos jurídicos a una resolución administrativa que a una sentencia, por lo siguiente: 

  a.- Según el artículo en cuestión, las resoluciones de un órgano administrativo son vinculantes para un determinado colectivo, aunque no sean firmes. Las sentencias de un órgano judicial que las anulen no vinculan, ni aunque sean firmes.

 b.- Por otra parte, si el criterio de registrador es revocado por la DGRN, la resolución se publica en el BOE y es vinculante. Pero si es revocado por sentencia tras demanda directa ante el juez (sin pasar por la DGRN), la sentencia ni se publica en el BOE, ni es vinculante. 

c.- Las sentencias solo vinculan (efecto de cosa juzgada) a los que han sido partes en el procedimiento, pero a nadie más.

   Las resoluciones de la DGRN, en cambio, no vinculan a las partes, sino a otros que no han sido parte, pues ni vinculan al notario que pierda el recurso, (ya que no lo dice el articulo), ni tampoco al registrador que pierda el recurso, (pues aunque el articulo dice en principio que la resolución vincula  a “todos los registradores”, después aclara que en realidad vincula a todos menos a uno, en concreto, menos al registrador que ha sido parte, pues establece que éste  puede recurrir contra la DGRN ante el Juzgado, y si lo hace, no deberá cumplir la resolución administrativa e inscribir, sino estar a las resultas del procedimiento judicial). 

B.- Pero es que, además, la interpretación y aplicación que la propia DGRN hace del precepto que comentamos, agrava aún más las paradojas y contrasentidos señalados, y supone incluso vulnerar el propio artículo comentado, por lo siguiente:

a.- Las resoluciones se publican directamente en el BOE. 

    Las sentencias que las anulan deberían publicarse también por orden directa del órgano que las dicta, esto es, el juzgado o tribunal,  previa petición inicial en el suplico de demanda o solicitud expresa en ejecución de la sentencia. Sin embargo, de hecho, no se están publicando directa ni inmediatamente, sino que está siendo la propia DGRN la que dicta otra resolución administrativa disponiendo la publicación en el BOE de la sentencia que anula la anterior resolución de la propia DGRN.

 (En la práctica, ocurren, por la razón que sea, importantes retrasos en ordenar tal publicación. Ante tales retrasos o inactividad, cabe la interposición de recurso contencioso administrativo por inactividad de la administración, según prevé el art 25 de la ley de la jurisdicción contencioso-administrativa.

Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa

Artículo 25. 
1. El recurso contencioso-administrativo es admisible en relación con las disposiciones de carácter general y con los actos expresos y presuntos de la Administración pública que pongan fin a la vía administrativa, (…)

2. También es admisible el recurso contra la inactividad de la Administración y contra sus actuaciones materiales que constituyan vía de hecho, en los términos establecidos en esta Ley..

b.- La DGRN cuando resuelve un recuso, dispone que su resolución se publique entera en el BOE (para intentar que no sólo su fallo sino sus fundamentos puedan tenerse por vinculantes). 

En cambio, ocurre que cuando la DGRN dispone la publicación de la sentencia que anula una anterior resolución, sólo ordena la publicación del fallo, pero no de los fundamentos jurídicos. 

 (Aquí la razón parece evidente: evitar siquiera que sean conocidos y minimizar así el efecto anulatorio del criterio de la DGRN. Pero esta “mutilación” del contenido objeto de publicación, no es ni un descuido ni una omisión casual de la DGRN, sino una clara vulneración de lo dispuesto en el propio articulo 327 de la Ley Hipotecaria, según el cual la sentencia se publicará “del mismo modo” que la resolución que anula).

  Por tanto, tal resolución de la DGRN que es contraria a derecho por ordenar publicar la sentencia no completa (sin fundamentos jurídicos), podría y debería ser impugnada en la vía contencioso administrativa por tal motivo, hasta obtener la publicación completa de la sentencia. 

c.-    El precepto no deja claro cuál es el contenido, alcance y efecto práctico del llamado “carácter vinculante”. Pero sí que deja claro, quizá sea lo único claro, el ámbito temporal o duración de tal carácter.

    En efecto, dice con claridad que la resolución es vinculante desde que se publica en el BOE (no antes) hasta que se anule por los tribunales (y no después).

   Literalmente dice “Publicada en el Boletín Oficial del Estado la resolución expresa por la que se estime el recurso, tendrá carácter vinculante para todos los registradores mientras no se anule por los Tribunales”.

   Y que la firmeza de la sentencia que la anule, sólo es requisito para la publicación de la sentencia, no requisito para el efecto anulador.

  Literalmente dice “La anulación de aquélla, una vez firme, será publicada del mismo modo”.

Pues bien, la propia DGRN en sus resoluciones, pretende aumentar el efecto vinculante de las mismas, no sólo en cuanto a su ámbito material (entender vinculante cualquier fundamento o considerando jurídico aunque sea incidental y vedando al registrador la apreciación y aplicación del principio de jerarquía normativa), sino incluso aumentar su “ámbito temporal” de vinculación más allá incluso de lo que el precepto permitiría en la más favorable de sus interpretaciones, pues sostiene la DGRN que aunque una resolución haya sido anulada por el órgano judicial, sigue siendo vinculante, y sólo deja de serlo cuando la sentencia cumpla dos requisitos más: que sea firme, y que se publique en el BOE

P. ej, en la Resolución de 30 MAYO 2006 (BOE  7 JULIO 2006), literalmente argumenta que  “ la anulación de dichas resoluciones, cuando alcance firmeza, deberá ser objeto de publicación en dicho periódico oficial, pues lógicamente será desde dicho momento cuando cobre eficacia «erga omnes» dicha carencia de vinculación para los Registros, de modo parecido a como regula el artículo 107.2 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, de la jurisdicción contencioso-administrativa la ejecución de las sentencias por las que se anula una disposición general o un precepto de ésta. La publicación es el medio de general conocimiento que permite saber que se ha dictado una resolución judicial firme que anula una previa resolución de este Centro Directivo. Por ello, si para que sea vinculante para todos los Registros es requisito sine qua non su publicación en el Boletín Oficial del Estado, del mismo modo será precisa tal publicación para que pierda dicha obligatoriedad.”

Nota: La inconsistencia del pretendido argumento “lógico”, y su contradicción con la dicción del precepto, resulta palmaria y evidente, como también lo es la improcedencia de la analogía, a estos efectos, entre una disposición general y un acto administrativo singular. 

 Ahora bien, si la propia DGRN aplica la analogía entre norma jurídica  y “resolución vinculante”, debería también tener en cuenta, a efectos de tal analogía, que conforme a la misma ley de la jurisdicción contencioso administrativo  no sólo cabe el recurso directo contra una disposición general, que tiene un plazo limitado, sino también el llamado “recurso indirecto”, es decir, obtener la anulación de una norma (o por analogía, de una resolución vinculante de la DGRN) al impugnar un acto concreto (ejemplo, un expediente disciplinario y otra resolución de la misma DGRN) dictado en aplicación de aquélla norma (o resolución vinculante), si se estima que tal norma (o resolución vinculante, si aplicamos la analogía) es contraria a derecho. 

Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa

Artículo 26. 
1. Además de la impugnación directa de las disposiciones de carácter general, también es admisible la de los actos que se produzcan en aplicación de las mismas, fundada en que tales disposiciones no son conformes a Derecho.
2. La falta de impugnación directa de una disposición general o la desestimación del recurso que frente a ella se hubiera interpuesto no impiden la impugnación de los actos de aplicación con fundamento en lo dispuesto en el apartado anterior.

  Además, el plazo y la legitimación para este “recurso indirecto” no tiene prácticamente limitación, con lo que para ser congruentes, la principal consecuencia de la analogía que la propia DGRN aplica cuando le interesa entre normas y resolución, será que cualquier registrador, cualquier asociación profesional de registradores, (y por supuesto, el propio Colegio de Registradores),  estará legitimado para recurrir en la jurisdicción contencioso administrativa cualquier resolución “vinculante” de la DGRN, no en tanto que resolución de un procedimiento registral concreto, sino en tanto que determinante de un futuro efecto vinculante general.

   Nota: Una resolución estimatoria, y por ello “vinculante”,  de recurso gubernativo por la DGRN tiene un doble efecto jurídico: 

     a.- El efecto resolutorio de una pretensión concreta: Resolver sobre un procedimiento registral concreto (la petición del interesado de obtener la práctica de un asiento registral concreto). La jurisdicción competente para la revisión judicial de este primer aspecto o efecto de la resolución es la civil, por expresa determinación legal, y el único registrador legitimado para recurrir al juez civil es el autor de la nota de calificación. Por expresa determinación legal se ha privado de legitimación al Colegio de Registradores.

  b.-  El efecto vinculante, general y futuro: Además de resolver una pretensión concreta, la resolución tiene, supuestamente,  el efecto de vincular la actuación profesional futura de “todos los registradores” en un determinado sentido. 

   La revisión jurisdiccional de este segundo efecto jurídico, de naturaleza no puramente civil, sino plenamente administrativa, corresponde, en cambio, a otra jurisdicción, esto es, la contencioso-administrativa, en la que están legitimados todos los destinatarios de tal efecto vinculante, es decir, todos los registradores, a titulo individual, o por medio de cualesquiera  asociaciones y corporaciones profesionales.

C.- Y tales paradojas y contrasentidos pueden acabar ocasionando la práctica de asientos improcedentes con la consiguiente exigencia de responsabilidad.

En efecto, si se estimara, en mera hipótesis, que el “carácter vinculante” significara que los registradores deben cumplir siempre, ciegamente toda resolución de la DGRN aunque sea contraria a una norma, y finalmente una sentencia anula dicha resolución por ser contraria a derecho, todas las inscripciones o cancelaciones que los registradores hayan efectuado cumpliendo ciegamente esa resolución DGRN que luego resulte anulada serían impugnables por los perjudicados ante la jurisdicción civil, y con la posibilidad de exigir responsabilidad civil a la DGRN, y sólo a ella,  por los daños o perjuicios causados a tales perjudicados al vincular a los registradores a practicar asientos contrarios a derecho.

Si además de ello, la DGRN ha retrasado, dificultado, mediatizado u obstaculizado el efecto anulatorio de la sentencia, su responsabilidad sería aún mayor, cuantitativamente (porque se habrían producido más daños en el tiempo) y cualitativamente (si se estimara que la publicación deliberadamente tardía e incompleta de la sentencia anulatoria pudiera ser maliciosa o suponer una intromisión administrativa en potestades judiciales, pues la determinación de los efectos de una sentencia compete exclusivamente a los tribunales, y no a la Administración).

Pero tal hipótesis (de que el “carácter vinculante” implica obediencia ciega sin responsabilidad del que obedece) no es congruente, como se argumenta más adelante, con otros y muy numerosos preceptos de igual rango legal (contenidos en ley hipotecaria, código civil, ley de procedimiento administrativo, leyes procesales, etc)  o incluso de rango constitucional.

3.- INFRACCIÓN DEL PRINCIPIO DE QUE UN ACTO SINGULAR NO PUEDE VULNERAR NI MENOSCABAR UNA DISPOSICIÓN GENERAL.

Por principio jurídico y constitucional, un acto administrativo singular (también llamado resolución administrativa) no tiene efecto frente a una disposición general. 

(Principio de inderogabilidad singular, proclamando en el art 52 de la Ley de procedimiento administrativo, que distingue claramente entre disposiciones administrativas, que son normas, y actos o resoluciones administrativas, que no lo son).

Art 52.2. Las resoluciones administrativas de carácter particular no  podrán vulnerar lo establecido en una disposición de carácter general,  aunque aquéllas tengan igual o superior rango a éstas.

En cambio, resultaría que si tal acto es una resolución estimatoria de recurso gubernativo, tiene efecto normativo vinculante y directo para una generalidad de destinatarios:

   a.- En primer lugar, para todos los registradores.

   b.- En segundo lugar, para todos los ciudadanos afectados por la actuación profesional y el ejercicio de funciones publicas por los registradores.

Nota: Ya hemos visto que para la DGRN, sus resoluciones merecen ser comparadas por analogía con auténticas disposiciones generales, y que lo congruente con tal analogía sería reconocer legitimación para impugnarlas en vía contencioso-administrativa a todos sus destinatarios, esto es, a todos los registradores, en primer término, y, podemos añadir ahora,  a todos los ciudadanos, como posibles afectados futuros.

4.-INFRACCIÓN DEL PRINCIPIO DE JERARQUÍA NORMATIVA:

 Por principio jurídico y constitucional, una auténtica norma o disposición general carece de validez y efecto si contradice otra de rango superior. 

Art 51 LPA. Jerarquía y competencia.
1. Las disposiciones administrativas no podrán vulnerar la  Constitución o las Leyes ni regular aquellas materias que la Constitución o los Estatutos de Autonomía reconocen de la competencia de las  Cortes Generales o de las Asambleas Legislativas de las  Comunidades Autónomas.
2. Ninguna disposición administrativa podrá vulnerar los  preceptos de otra de rango superior.
3. Las disposiciones administrativas se ajustarán al orden de  jerarquía que establezcan las leyes.

Art 23 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno.
Artículo 23. De la potestad reglamentaria.
1. El ejercicio de la potestad reglamentaria corresponde al Gobierno de acuerdo con la Constitución y las leyes.
2. Los reglamentos no podrán regular materias objeto de reserva de Ley, ni infringir normas con dicho rango. Además, sin perjuicio de su función de desarrollo o colaboración con respecto a la Ley, no podrán tipificar delitos, faltas o infracciones administrativas, establecer penas o sanciones, así como tributos, cánones u otras cargas o prestaciones personales o patrimoniales de carácter público.
3. Los reglamentos se ajustarán a las siguientes normas de competencia y jerarquía:

· Disposiciones aprobadas por Real Decreto del Presidente del Gobierno o del Consejo de Ministros.

· Disposiciones aprobadas por Orden Ministerial.

Ningún reglamento podrá vulnerar preceptos de otro de jerarquía superior.
4. Son nulas las resoluciones administrativas que vulneren lo establecido en un reglamento, aunque hayan sido dictadas por órganos de igual o superior jerarquía que el que lo haya aprobado.

En cambio, una resolución estimatoria de un recurso por la DGRN, aunque ni siquiera sea propiamente una disposición general, teóricamente podría producir un efecto vinculante superior al de normas jurídicas de cualquier rango que haya podido vulnerar.

  Nota: En recientes resoluciones, (Ej, RR. 19 de abril de 2006, DGRN. BOE de 30 de mayo de 2006  la DGRN dice que no le compete al registrador analizar la legalidad de las disposiciones que ha de aplicar en el ejercicio de su función de control de legalidad. El registrador deberá apreciar la validez de los actos dispositivos, atendido el ordenamiento jurídico aplicable, pero no puede enjuiciar la conformidad a ese ordenamiento de las normas que integran el mismo y que, por ende, tiene que aplicar.

  Literalmente llega a decir que “el registrador, como funcionario publico, carece de la posibilidad de dudar, inaplicar o cuestionar la validez de las disposiciones que integran el ordenamiento jurídico” y que lo contrario “seria poner en entredicho la función publica que compete a tal funcionario y subvertir el mismo ordenamiento jurídico”.

  Comentario: parece que ahora, para la DGRN, (en contra de anteriores resoluciones suyas), el principio de jerarquía normativa sólo compete considerarlo y aplicarlo a los órganos judiciales en sus sentencias, (o como mucho a la propia administración autora de la norma ilegal), pero no a los registradores de la propiedad en sus notas de calificación, como si éstos debieran invertir el principio constitucional de jerarquía normativa y prestar obediencia y aplicación ciega a aquella disposición que ostente el ínfimo rango en la escala de la jerarquía normativa, o mejor aún, a una resolución concreta, que es un acto administrativo (con pretensiones de vinculación), pero ni siquiera una disposición.

   Dicho con otras palabras, parece que según la DGRN, el registrador no debe  “subvertir” el ordenamiento jurídico, sino “invertirlo”. 
5.- POSIBLE CONTRADICCIÓN CON OTROS PRONUNCIAMIENTOS DEL MISMO ORGANO IGUALMENTE VINCULANTES.

  El precepto legal no resuelve el problema, que no sólo puede darse, sino que en la práctica se da con frecuencia, de qué ocurre cuando la propia DGRN emite diversas resoluciones o instrucciones, todas ellas teóricamente vinculantes, pero  contradictorias entre sí. 

Si fueran auténticas normas jurídicas, el conflicto se resuelve en aplicación del principio de jerarquía normativa y derogación de la norma anterior por la posterior, e irretroactividad de las normas.

Pero como no lo son:  ¿Cuál es el criterio vinculante entre varios contradictorios?

Cabría pensar en varias posibilidades de respuesta, pero como vamos a ver,  todas ellas conducen al absurdo o provocan  algún contrasentido legal.

Posibilidades: 

a.-  ¿Será vinculante el criterio que más veces se haya sostenido? 

No, pues según la ley basta una sola resolución para que sea vinculante. No se exige que constituya “doctrina reiterada” o “jurisprudencia administrativa”.

b.- ¿El que se haya sostenido en la resolución más reciente, aunque sea única?

No, pues según el artículo citado, una resolución sólo deja de ser vinculante cuando se anula por los tribunales, y no cuando recae otra contradictoria.

c.-  ¿Y aunque se diera preferencia a las resolución más reciente, qué ocurre si la mas reciente, por dar la razón al registrador, no es vinculante, pero las mas antiguas, por quitarle la razón, sí lo son?

Una muestra más del contrasentido de la regulación del artículo en cuestión.

d.-  ¿Y sí una resolución vinculante sólo para registradores dice lo contrario que una resolución de consulta vinculantes para notarios y registradores?

Se produciría el contrasentido de que los notarios deberían seguir un determinado criterio,  y los registradores otro contrario, y ambos por órdenes contradictorias emanadas de un mismo superior jerárquico, lo cual, si ambas corporaciones obedecieran ciegamente las respectivas resoluciones contradictorias,  podría conducir en alguna materia concreta a que no fuera inscribible ninguna escritura notarial.

e.-  ¿Y si se modifica legalmente o deroga la norma legal que ha sido interpretada por la DGRN en sus resoluciones. Seguirían siendo vinculantes tales resoluciones, en contra de la nueva redacción legal o derogación?

Es evidente que no, a pesar de que según la literalidad del articulo que comentamos la respuesta sería que sí, pues dice que el efecto vinculante sólo lo pierde por anulación judicial.

Problemas prácticos de este tipo han ocurrido, por desgracia para la seguridad jurídica de todos y la solidez y eficacia del sistema registral español,  en diversas materias, hasta el punto de llegar a complicar los problemas y la aplicación e interpretación del precepto en cuestión hasta extremos surrealistas.

Ejemplos conocidos de todos, tales como: 

    .-  la reseña o no del contenido esencial de los poderes a efectos del art 98 ley 24/2001 en su primera redacción. (Resoluciones vinculantes sólo para registradores que contradicen resolución anterior de consulta vinculante también para notarios).

    .-  la vigencia indefinida o cancelación de anotaciones prorrogadas antes de la LEC.  (Instrucción de 12/12/2000 sobre vigencia indefinida, desacertada por contraria al principio de legalidad (art 86 LH) y a la propia Ley de enjuiciamiento civil, que luego es contradicha por resoluciones concretas posteriores que ordenaban la cancelación, vinculantes para registradores por ser revocatoria de la calificación, y luego cambio de criterio para volver al de la Instrucción, en resoluciones que resultan no vinculantes por dar la razón al registrador. Como además, ni siquiera la propia Instrucción tiene carácter vinculante, (TSJ de Madrid en sentencia de 23/2/2004), llegamos al colmo del absurdo de que, según el precepto que comentamos, el único criterio teóricamente vinculante según el art 327 LH es el que la propia DGRN ha rechazado y desautorizado más veces, afirmando incluso con optimismo que así dejaba “zanjada definitivamente la cuestión”. 

    .- la pretensión de la DGRN de que sus resoluciones basadas en la anterior redacción del art 98 de la ley 24/2001 sigan siendo vinculantes ahora que la redacción legal ha cambiado e impone expresamente la obligación del registrador de calificar la congruencia del juicio de suficiencia notarial.

NOTA: La DGRN, incluso cuando sabe y reconoce que está cambiando de criterio y contradiciendo pronunciamientos suyos anteriores, no suele preocuparse de guardar las formas, por ejemplo, derogando expresamente la instrucción contradicha o la resolución de consulta vinculante, y dictando una instrucción nueva, sino que se contenta con cambiar de criterio a secas. 

6.- INCONGRUENCIA LÓGICA JURÍDICA ENTRE EL OBJETO DEL RECURSO Y LOS PRETENDIDOS EFECTOS DE SU RESOLUCIÓN: 

El pretendido efecto vinculante sólo tendría hipotéticamente sentido (en realidad, ni aún así) si el efecto del recurso fuera ordenar un asiento registral tras haber procedido la DGRN a efectuar una calificación completa y autónoma del documento y sus antecedentes registrales y bajo la exclusiva responsabilidad del órgano que resuelve el recurso.

 Pero tal pretendido “efecto vinculante” carece radicalmente de sentido, siquiera en hipótesis,  en un sistema en el que, por determinación legal, y así lo reconoce la DGRN, el efecto de la estimación de un recurso contra la calificación registral (ya sea vía gubernativa o vía judicial), no es ordenar la inscripción bajo la responsabilidad de quien resuelve el recurso (DGRN o autoridad judicial), sino simplemente eliminar el defecto revocado, lo cual no impide que el registrador, en una nueva calificación, y siempre bajo su responsabilidad, señale otros defectos, pues si estima que concurren, no sólo “puede”, sino que, a toda costa, “debe” hacerlo. 

      En efecto, si señala nuevos defectos, resultaría que la primera calificación fue incompleta, por lo que habría incurrido en posible responsabilidad civil por los perjuicios y tardanzas que ocasione al presentante o interesado en la inscripción, (perjuicios que habría de demostrar y cuantificar) y/o en responsabilidad disciplinaria por faltar al deber de emitir una calificación completa. 

   Pero si el Registrador descubre que existen otros defectos omitidos por error en la primera calificación, y a sabiendas  no los señala ahora, incurriría en responsabilidades mucho más graves por inscribir o cancelar un derecho sin los requisitos legales para ello (responsabilidad civil ante el perjudicado, por el importe del derecho que pierda y los perjuicios que se le ocasionen, en incluso responsabilidad penal por prevaricación, si actúa a sabiendas de su proceder antijurídico). 

Es más, cuando la DGRN revoca un defecto, muchas veces lo hace, no porque afirme que no existe el defecto de fondo, sino porque estima que la nota de calificación no estaba bien redactada o fundamentada.

(Frecuentemente dice que “el defecto, tal como ha sido planteado, no puede ser mantenido” o expresión similar, insinuando e incluso invitando implícitamente al registrador a que ponga nueva nota de calificación con el mismo defecto de fondo pero mejor redacción y argumentación).  

Realmente, lo que hace la DGRN en un recurso no es calificar un documento, ni siquiera calificar un defecto jurídico concreto, sino, muchas veces, simplemente  calificar o valorar, y confirmar o revocar,  la forma en que está redactada un defecto concreto de una  nota de calificación registral concreta de un documento concreto.

 Según eso, no sería congruente que la revocación de un defecto por el mero desacierto, premura o descuido de un registrador al redactar una argumentación jurídica sea motivo para impedir a todos los registradores poner el mismo defecto de fondo, pero con distinta redacción o argumentación, o lo que es lo mismo, para obligar a los ciudadanos a sufrir los efectos de la practica de inscripciones o cancelaciones sin los requisitos exigidos por el ordenamiento jurídico.

   (Si lo puede hacer, - el señalar nuevos defectos o mejor fundamentación omitidos por error- e incluso lo debe hacer el registrador recurrido, con mayor motivo lo pueden y deben hacer todos los demás que no han sido parte en el recurso).

7.- IMPOSIBILIDAD MATERIAL Y PRÁCTICA DE APLICAR LA RESOLUCIÓN DE UN SUPUESTO CONCRETO A OTRO NO IDÉNTICO.

Hipotéticamente, si estuviéramos ante una “Instrucción” de la DGRN, o la resolución de una consulta vinculante, la misma se redactaría probablemente en términos generales para facilitar su aplicación a una pluralidad de supuestos, de modo semejante a una norma jurídica (aunque no lo es, pues según la Constitución Española y la Ley del Gobierno, la potestad reglamentaria para producir disposiciones administrativas de carácter general sólo corresponde al Gobierno y sus Ministros, pero no a órganos inferiores).

 Pero la resolución de un  concreto recurso gubernativo, incluso en mera hipótesis,  sólo es materialmente aplicable a otro supuesto con identidad sustancial, por lo que la simple falta de identidad entre dos supuestos concretos impide en la práctica la aplicación de una resolución a un caso no resuelto por ella.

 Ello, unido al argumento  expuesto en el apartado anterior, permite sostener que incluso bastaría que la redacción y motivación jurídica de una nota de calificación fuera esencialmente distinta de la que fue objeto de recurso, para que faltara esa identidad esencial precisa para la aplicación del supuesto carácter vinculante de la resolución. 

8.- EL PRETENDIDO EFECTO VINCULANTE SUPONDRÍA UNA GRAVE MERMA DE LA SEGURIDAD JURÍDICA Y PROTECCIÓN DEL TITULAR REGISTRAL, DE TERCEROS CONOCIDOS Y DE TERCEROS EN GENERAL.

Es fácilmente imaginable y comprensible que existan personas o incluso colectivos muy interesados en conseguir reducir el ámbito y la independencia de la calificación registral. 

 Pues bien, cabe imaginar diversas medidas concretas  para conseguir reducir o eliminar el ámbito e independencia de la calificación registral, y cuyos partidarios se han esforzado, (y conseguido parcialmente), en convertir en reformas legales en vigor o en pronunciamientos, teóricamente vinculantes, de la DGRN.

1.- Que no exista un funcionario calificador independiente y predeterminado por ley, sino libremente elegible.  

Son conocidos los esfuerzos de algunos sectores por imponer, sin éxito, la libre elección de registrador, o por impugnar judicialmente, también sin éxito, las disposiciones que consagran el principio fundamental de que el registrador competente, como el juez, o cualquier autoridad cuya función publica esencial sea el control de la legalidad, ha de estar predeterminado por ley, y no ser elegible por voluntad del interesado único, -lo cual sería grave-, o de la parte más fuerte en una relación contractual, - lo que sería aún peor-.

2.- Que determinados extremos jurídicos queden sustraidos al ámbito de la calificación registral, y confiados al mero criterio, no revisable, del autor del documento: 

  Por ejemplo, que la representación, que es un extremo esencial para apreciar la validez de un negocio jurídico, no sea objeto de calificación registral cuando se trate de documentos notariales. (Véase las restricciones, que no supresión, de la calificación registral de la representación conforme al art 98 de la ley 24/2001)

   O que los pronunciamientos del Registro Mercantil y su boletín oficial queden inoperantes y no puedan ser tenidos en cuenta en la calificación del registrador de la propiedad.

  Diversas resoluciones de la DGRN interpretan el art 98 de la ley 24/2001 hasta llegar minimizar el ámbito de la calificación registral de la representación más allá de lo que el propio precepto implica, o proclaman abiertamente que la calificación registral no debe ni puede tener en cuenta el contenido del Registro Mercantil (ni su boletín oficial). 

 Nota: Conforme a  esta  doctrina, según la DGRN, ocurriría, por ejemplo,  que quien revoca un poder e inscribe y publica la revocación en el BORME no conseguiría el efecto legal de oponibilidad plena de tal revocación previsto por el Código de Comercio y Reglamento del Registro Mercantil, sino que según la DGRN, el registrador de la propiedad debería inscribir los actos dispositivos realizados por apoderado u órgano aunque conste previamente inscrita y publicada la revocación de su cargo, olvidando así que,  si bien en el ámbito meramente civil la protección de terceros sólo precisa de la buena fe e ignorancia de la causa de cesación del mandato, (art 1738 C.C), en el ámbito del registro mercantil no cabe alegar buena fe frente al principio legal de oponiblidad de la revocación o cesación del poder una vez cumplidos los requisitos y plazos de publicación en el BORME, conforme al art 9 del Código de Comercio.

3.- Que si el registrador no accede a lo solicitado por el interesado, se recurra a otro órgano administrativo, mermando en todo lo posible el derecho de defensa del registrador y de los terceros en cuyo interés actúa el registrador.

  Ejemplos: 

  .- La DGRN reiteradamente rechaza el informe del registrador en defensa de su calificación y lo pretende limitar a una reseña de los trámites del procedimiento, la cual pretendida limitación ha sido rechazada y censurada por los órganos judiciales.

  .- Legalmente (ley 24/2005) se ha llegado a impedir, mermando así el principio constitucional de tutela judicial y prohibición de la indefensión, la posibilidad que antes existía de intervención y defensa del titular registral y terceros o administraciones publicas por cuyo interés vela la calificación registral.

4.- Que la resolución administrativa que quite la razón al registrador tenga los máximos efectos posibles, y la que le de la razón, tenga los menores efectos posibles.

 Actualmente, las primeras son supuestamente vinculantes para todos los registradores, y las segundas no.

5.- Que la resolución administrativa no sea susceptible de revisión judicial, o se dificulte en la mayor medida posible.

  En la tramitación de la ley 24/2005 se intentó suprimir la legitimación del registrador para recurrir a la vía judicial. Finalmente, se permitió, pero imponiéndole fianza a él y no a otros recurrentes, (nueva discriminación dudosamente constitucional) y suprimiendo la legitimación de los órganos corporativos y la de los interesados y terceros conocidos y administraciones por cuyo interés trata de velar la calificación registral.

Y a nadie se le escapa que los partidarios de tales medidas no cesan en su empeño de completar el efecto perseguido de REDUCIR EL AMBITO E INDEPENDENCIA DE LA CALIFICACIÓN REGISTRAL.

Con ello, no simplemente se conseguirá reducir las atribuciones legales y competencias de un determinado funcionario publico (el registrador), sino REDUCIR EN IDENTICA MEDIDA LA EFICACIA DEL SISTEMA REGISTRAL ESPAÑOL DE SEGURÍDAD JURÍDICA, pues todos los importantísimos efectos jurídicos derivados de la inscripción registral (fuerte protección legal  y judicial del contenido del registro de la propiedad, en pos de la seguridad jurídica y eficacia del tráfico inmobiliario), dependen de un riguroso control de legalidad previo al acceso al registro (la calificación registral). 

 Sin ese control, que sólo es riguroso si es amplio, completo, profesional e independiente, se producirían gravísimas disfunciones y efectos perniciosos de modo que los importantísimos efectos legitimadores de la inscripción registral, en lugar de ser un instrumento de seguridad jurídica, se convertirían en la mayor amenaza para ella.

 En efecto, otorgar presunción de validez y eficacia plena a un asiento registral que no ha superado plenamente, sino burlado, un control de legalidad objetivo, minucioso e independiente, (como el que tradicionalmente ha supuesto y supone la calificación registral) llevaría a tener que combatir sistemáticamente tal injusticia en la vía judicial, y supondría arruinar el sistema actual de seguridad jurídica y su efecto de prosperidad económica con unos costes bajísimos en términos comparativos con cualquier otro sistema. 

 Es lógico y comprensible que el particular que obtiene una escritura, o una resolución administrativa, o una judicial favorable a sus intereses, no se plantea tales consideraciones, sino que presidido por su interés particular, que es legítimo, no desea someterse a controles de legalidad ni quiere que el registrador pueda poner obstáculos a sus intereses particulares, ni aunque le expliquen que lo hace en cumplimiento de su deber de velar por la legalidad y los  intereses de otros (llamados “terceros”) cuya tutela le encomienda expresamente el ordenamiento jurídico vigente. 

 En cambio, la autoridad notarial, administrativa o judicial nunca debería ver en la calificación registral un “obstáculo” a sus intereses, sino un colaborador o complemento en segunda instancia en la tarea común de todo funcionario público de cumplir y hacer cumplir el ordenamiento jurídico.

    Y lo auténticamente grave, es que los colectivos que impulsan la reducción del ámbito e independencia de la calificación registral, no ignoran, sino que son plenamente conscientes, de las consecuencias, y de lo fácil que es controlar todo el sistema registral actual y desactivarlo, si se consigue sustraerlo al imperio de las leyes y la jerarquía normativa y al control judicial, y someterlo exclusivamente por vinculación imperativa a los criterios que fije un órgano administrativo concreto. 

CONCLUSIÓN: 

Sobre la interpretación y alcance del articulo 327 LH que prevé el “carácter vinculante” de las resoluciones de la DGRN para todos los registradores, pueden consultarse numerosos estudios doctrinales que lo cuestionan desde el punto de vista de su interpretación constitucional, legal, conceptual o lógica, gramatical, y práctica, y es previsible que acabe siendo igualmente cuestionado en instancias judiciales (incluso cabe que cualquier órgano judicial plantee la cuestión de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional, conforme a lo dispuesto en la LOPJ y LOTC).

También pueden, y deben consultarse por su interés revelador, las numerosas resoluciones al respecto de la propia DGRN, un órgano administrativo que, puesto en la tesitura de interpretar y aplicar un precepto relativo al efecto jurídico de sus propios actos administrativos, casi siempre lo hace, como era fácilmente imaginable, en el sentido de atribuirse a sí mismo los máximos efectos jurídicos posibles. 

   Lo malo es que lo hace hasta extremos dudosamente acordes al conjunto del ordenamiento jurídico español, o a la propia redacción del precepto,  y tratando de asegurar de hecho el pretendido efecto vinculante con la advertencia, cuando no anuncio, de apertura de expediente disciplinario al registrador que se permita, no ya inaplicar, sino incluso “criticar, desconocer o comentar, en su calificación o, en su caso, en el informe, las resoluciones de su superior,  es decir, de este Centro Directivo”.

   Sobre el principio constitucional de jerarquía normativa y efecto vinculante de las leyes y demás disposiciones generales para todos los ciudadanos y funcionarios públicos, incluidos los registradores, no existe en la doctrina y jurisprudencia duda sólida alguna, (a salvo la que parece pretende introducir la propia DGRN en resoluciones recientes).

   Ante ello, ¿qué debe hacer el registrador en caso de encontrarse ante una resolución o resoluciones de la DGRN teóricamente vinculantes (que no son normas, sino actos administrativos singulares) que contradigan (o sean contradichas por) una auténtica disposición normativa legal o reglamentaria?

  .- Es claro que el Registrador, como jurista y sobre todo, como autoridad pública que es, tiene unas atribuciones y obligaciones legales, una retribución profesional por ello,  y está sujeto a responsabilidad personal y directa (civil ante los interesados, disciplinaria ante los órganos administrativos superiores, o incluso penal ante la sociedad por posible delito de prevaricación si en el ejercicio de su función pública resuelve injustamente a sabiendas).

  .- En su labor diaria de calificación registral se ve obligado inexcusablemente (no cabe rechazar la calificación de ningún documento) y perentoriamente (plazo reducido a 15 días) a decidir,  en caso de conflicto entre ambos “efectos vinculantes” (norma versus resolución), cuál debe aplicar, ponderando su recto criterio jurídico y las probabilidades hipotéticas de que un juez o tribunal, llegado el caso,  estime o no la simple obediencia o vinculación a una concreta resolución de la DGRN como eximente de responsabilidad civil o penal. 

  Y, también, y sobre todo,  a la inversa, es decir, valorar las probabilidades de que el juez o tribunal estime o no que el principio constitucional de legalidad y jerarquía normativa le exime de cualquier posible responsabilidad disciplinaria por no aplicar a un caso concreto una resolución del Centro Directivo que pudiera ser contraria a derecho (pues no hay ningún órgano infalible) y que además fue dictada para resolver otro caso no idéntico.

Obviamente, obligar al registrador a tener que tomar, llegado el caso, esa ingrata y arriesgada decisión de optar por el mal menor no es lo más conveniente en términos de seguridad jurídica, (ni del propio registrador ni de los ciudadanos afectados por su decisión).

.- En un Estado de Derecho como el nuestro, la deseable uniformidad de criterio en la calificación registral (como la uniformidad y previsibilidad de los pronunciamientos judiciales) siempre será más fácil de alcanzar mediante la promulgación de auténticas y claras normas jurídicas dictadas con vocación de generalidad,  que mediante un sistema de tipo anglosajón que pretenda deducir de la resolución de un caso concreto un efecto vinculante futuro y general. 

 Es por ello que el presente trabajo se atreve a defender, por todas las razones expuestas, la conveniencia de la derogación o anulación del precepto comentado, y en tanto ello se produzca, ofrecer  argumentos jurídicos a los Tribunales de Justicia y a la propia DGRN en favor de una interpretación y aplicación del desafortunado texto legal todo lo restrictiva que requiera la congruencia e integridad de nuestro ordenamiento jurídico y la más plena eficacia del sistema registral español. 

-----------

NOTA-APÉNDICE:  

a.- Respecto del supuesto carácter vinculante de  las INSTRUCCIONES DE LA DGRN, ya han tenido ocasión de pronunciarse los Tribunales de justicia, negando categóricamente tal carácter.

 (Incluso el propio Ministerio de Justicia reconoce que no son vinculantes para la calificación del registrador). 

    (Sentencia de 23/2/2004 del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, Sala de lo contencioso administrativo, relativa, precisamente, a la Instrucción de 12/12/2000 sobre vigencia de anotaciones prorrogadas antes de la LEC - véase boletín colegio registradores nº 105 de julio 2004- en la que sentencia que: 

    “(…) la referida calificación (registral) se regula como de la exclusiva responsabilidad del Registrador, según los artículos 18, 66, 99, 273 y 296 de la L.H., así como el R.D. 1.474/2000 de 4 de agosto en tu artículo 4.º que regula las competencias de la D.G.R.N.(…)


Y abundando en lo anterior, el 18 de la L.H. señala que los Registradores calificarán, bajo su responsabilidad, la legalidad de las formas extrínsecas de los documentos de toda clase, en cuya virtud se solicite la inscripción, así como la capacidad de los otorgantes y la validez de los actos dispositivos contenidos en las escrituras públicas, por lo que resulte de ellas y de los asientos del Registro.

  (…) Y si estas Instrucciones, y la que nos ocupa, se inmiscuyeran en funciones de calificación registral que son propias de los Registradores bajo su única responsabilidad ello supondría la inmisión de un órgano administrativo en la calificación registral de los Registradores, atribuida por Ley a los mismos, y no a la Dirección General de los Registros y del Notariado, salvo la vía del recurso gubernativo. Y en el mismo sentido los artículos 19, 65, 66 y 222.7 de la L.H. y 98, 111 y 334.7 del Reglamento Hipotecario.


Y además, como ya ha dicho la propia D.G.R.N. en una resolución de fecha 26 de junio de 1986, y en otras de 19 de mayo de 2000 y de 19 de julio de 2001, ella misma tiene competencia para resolver a instancia de personas interesadas aquellas cuestiones relativas a la aplicación y ejecución de la legislación hipotecaria y notarial, fijando el criterio no vinculante del Centro directivo a efectos de la probable resolución de futuros recursos y del ofrecimiento a los Registradores de la Propiedad de una orientación al respecto. Que además la D.G.R.N. reconoce que puede analizar la calificación registral pero en vía de recurso gubernativo y no por vía de instrucción previa, adelantándose y saltándose así todos los trámites y normas sobre calificación registral y recurso gubernativo.


Pues bien, es lógico, y así se ha comprobado con la resolución de 2 de marzo de 2001 de la propia D.G.R.N., y con el informe previo emitido que fija su finalidad y alcance que sólo la Instrucción cuestionada daba criterios de interpretación, resolución del recurso de alzada que además decide que la Instrucción recurrida no es vinculante, de forma que sólo puede calificar el Registrador con el control del posterior recurso gubernativo”.

b.-  Respecto del pretendido “carácter vinculante” de las RESOLUCIONES ESTIMATORIAS DE UN RECURSO GUBERNATIVO, es de prever que acabarán por recaer  pronunciamientos judiciales expresos, probablemente en análogo sentido, bien declarando la inconstitucionalidad de tal carácter vinculante, bien interpretándolo restrictivamente de modo que su aplicación no vulnere los preceptos y principios legales y constitucionales.

---fin----                            
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